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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS / PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS / PRESUPUESTOS PARA CONCEDERLO / ES UNA FACULTAD DISCRECIONAL DE LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS CON LA AUTORIZACIÓN DEL JUEZ / CONSECUENCIAS DE EXCEDER EL LAPSO DE TIEMPO AUTORIZADO.
… resulta importante aclarar qué son los beneficios administrativos en cuanto al cumplimiento de una pena de privación de la libertad, para ello, se hace necesario traer a colación lo establecido en el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 que dice:

"ARTICULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva."

En ese sentido el artículo 147 de la ley 65 de 1993 señala los presupuestos para acceder al beneficio administrativo de 72 horas…
Así mismo, la Corte Suprema de Justicia indicó:

“El artículo 146 del Código Penitenciario y Carcelario prevé varios beneficios administrativos, que son regulados por los cánones siguientes, con la característica que se trata de facultades otorgadas a la autoridad penitenciaria, para que sea ejercidas -sin que ello implique arbitrariedad- previa aprobación del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, por suponer cambios en las condiciones de ejecución de la pena (no en su duración). Así, todas esas disposiciones se caracterizan por el uso del verbo “podrá", que es indicativo de una potestad o facultad." (…)
… en el caso sub examine, el juez de ejecución de penas de manera clara y precisa cimentó su decisión en el criterio de discrecionalidad judicial para señalar que teniendo en cuenta que era la primera vez que el penado incumplía su obligación de regreso al permiso sin exceder el tiempo concedido, la sanción a imponer sería moderada, razonable, para cuyo caso correspondería a dos meses, sin llegar a exceder las facultades otorgadas por el legislador.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de abril de dos mil diecinueve (2019)
Acta No. 365
Hora: 9:20 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por Procurador 290 Judicial I Penal, contra el auto emitido el 18 de enero de 2018 mediante el cual el Juzgado 2o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira le suspendió al sentenciado WACV el permiso de hasta 72 horas por presentar un retardo de 23 horas y 40 minutos a su regreso a su domicilio.

2. ANTECEDENTES

2.1.
El señor WACV previa la actuación penal pertinente fue condenado el 15 de abril de 2015, por el Juzgado Penal del Circuito de Aguadas, (Caldas), a la pena de 94 meses y 15 días de prisión, por su responsabilidad en el delito de tráfico, fabricación, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, negándosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena (Fl. 9 A 17 C. 2).

2.2
La ejecución del referido fallo le correspondió inicialmente al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales Caldas (Fl. 4 Cuaderno 2)
2.2.1
 El 04 de agosto de 2016 se le reconoce una redención de pena de 179 días (Fl. 21 a 23 C. 2).

2.3 En virtud del traslado del sentenciado la vigilancia de la pena le correspondió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, avocando su conocimiento (Fl. 39 Cuaderno 2).

2.3.1 En auto del 20 de junio de 2017 se le reconoce por su estudio en reclusión en los meses de julio de 2016 a marzo de 2017 una redención de pena de 53.5 días (Fl. 49).

2.3.2 El 12 de septiembre de 2017 se aprueba al Director de la cárcel en la que se encuentra el penado, la concesión del beneficio administrativo de permiso de 72 horas solicitado por el sentenciado WACV, determinándose que el mismo debe ser de 72 horas cada dos meses durante los primeros diez meses, de 72 horas cada mes por el tiempo restante de la pena (Fl. 80-81 C. 2).

2.3.3
 El 01 de diciembre de 2017 la Dirección del establecimiento de reclusión de Santa Rosa de Cabal de Risaralda solicitó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad emitir pronunciamiento sobre la suspensión del beneficio administrativo de hasta 72 horas, puesto que el detenido no se presentó oportunamente de regreso al permiso (Fl. 92 Cuaderno 1).

2.3.4
 El 15 de enero de 2018 se niega la aplicación del principio de favorabilidad penal y abstenerse de reformar la sentencia condenatoria emitida contra el sentenciado (Fl. 108).

2.3.5
 El 18 de enero de 2018, se le suspendió a partir de la fecha y por el término de seis (6) meses, el permiso administrativo de hasta 72 horas, que había sido previamente aprobado en relación con el sentenciado WACV (Fl. 108).

2.3.6
 Mediante providencia del 1 de febrero de 2018, se le reconoció por su estudio en reclusión en los meses de mayo a diciembre de 2017, una redención de pena de 54 días, y se le concedió la prisión domiciliaria contemplada en el artículo 38G del código penal, para que continúe expiando la sentencia a que se refiere dicha actuación, debiendo suscribir diligencia de compromiso, debiendo constituir caución prendaria por valor de $200.000, la que garantizó mediante póliza judicial por ese valor (Fl. 126 a 128).

2.3.7
Igualmente, mediante providencia del 9 de mayo de 2018 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira repuso el proveído del 18 de enero de 2018 por medio del cual le suspende por seis meses al sentenciado WACV el beneficio administrativo de hasta 72 horas que le fuera concedido previamente, y en su lugar, declara que la sanción que se le impone al sentenciado por su retardo en presentarse al reclusorio a su cargo, luego de vencidas las 72 horas de permiso concedidas, es de dos meses, esto es, de un permiso; y en ese sentido, concede el recurso de apelación subsidiariamente interpuesto ante esta Colegiatura, y dispone el envío de la actuación (Fl. 130 a 139).

3. LA SOLICITUD DE LA SUSPENSIÓN DEL
BENEFICIO ADMINSITRATIVO DE 72 HORAS

3.1 El 01 de diciembre de 2017 el establecimiento de reclusión de Santa Rosa de Cabal de Risaralda solicitó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad emitir pronunciamiento sobre la suspensión del beneficio administrativo de hasta 72 horas, al procesado con base en los siguientes hechos:

· El señor WACV salió a permiso de 72 horas el día 22 de noviembre de 2017 a las 12:00 horas, debía regresar el 25 de noviembre de 2017 a las 12:00 horas, y sólo lo hizo el 26 de noviembre de 2017 a las 11:40 horas, generándose un retardo de 23 horas y 40 minutos a su regreso, lo que configuraba una causal de mala conducta durante el permiso, descrita en el inciso final del artículo 147 de la ley de 1993 (Fl. 92).

3.2 Para el efecto, el señor WACV rindió una declaración libre y espontánea a fin de esclarecer los hechos que dieron lugar a su retardo (Fls. 97- 98).

3.3 El investigador del establecimiento carcelario le puso de manifiesto al detenido que teniendo en cuenta su derecho a nombrar un abogado para que lo representara en la investigación, podía hacerlo, ya que el establecimiento no cuenta con los medios para nombrarle uno, al respecto, contestó que no iba a designarlo.

3.4 Acto seguido, procedió a identificarse, y ya para el asunto que nos concierne, relató que salió de su casa a las 3 am, cuando iba por Salamina lo detuvo un derrumbe a las 4:30 am, siendo informados que lo abrían de 12 a 2 pm entonces se devolvió para su casa y salió al otro día a las 3 am. Manifestó no haber informado dicha situación al establecimiento de reclusión. Estaba disfrutando del permiso de 72 horas en Aguadas, Caldas. Fue informado que al salir a estos permisos debía ser puntual en los horarios de presentación. Tenía conocimiento de lo descrito en la ley 1709 de 2014. Aceptó la responsabilidad que se le atribuyó en los hechos de investigación.

3.5 Posteriormente el 01 de diciembre de 2017, el señor WACV compareció a la oficina de investigaciones internas del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, con el fin de ser notificado del contenido del auto de apertura de la investigación disciplinaria en su contra radicado 617-057-2017 (Fl. 99).

3. LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO

4.1.
El Juez A quo, mediante decisión proferida el 18 de enero de 2018, consideró lo siguiente:

· Advirtió que en el inciso final del artículo 147 de la ley 65 de 1993, se contempla la posibilidad de que los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad suspendan o revoquen el beneficio administrativo de 72 horas, cuando en su disfrute el sentenciado incurra en faltas atentatorias de esa confianza depositada.

· Se tiene de lo relatado en el informe No.616-EMPSC-JUR-DIRE-3297 del 01 de diciembre de 2017, que el detenido se encontraba disfrutando del primero de tales permisos, retornó al centro de reclusión el 26 de noviembre de 2017 a las 11:40 horas, cuando debía presentarse el 25 de noviembre de 2017, a las 12:00 horas, dándose un retardo de 23 horas 40 minutos.
· Igualmente obra la declaración rendida por el procesado, donde manifestó que el retardo en su presentación se debió a un derrumbe en la vía Salamina (Caldas), sitio al que llega a las 4:30 am, siendo informados que la vía seria abierta entre las doce y las doce y media de la tarde, motivo por el cual se devolvió para su casa, de donde salió de nuevo al día siguiente. (Fls. 97-98)

· De lo expuesto ut supra, el juzgador indicó que si bien se presentó un derrumbe en la vía no tienen asidero los argumentos esbozados por el procesado, toda vez que no logró explicar con suficiencia el hecho de devolverse a su residencia, máxime teniendo conocimiento que el flujo vehicular se restablecería entre las 12 del día y las dos de la tarde, lo cual implicaba un tiempo de espera de 7.5 horas, lo que hubiera ocasionado un retraso menor en la hora de su presentación, fuera de que no informó a las autoridades carcelarias sobre ese insuceso.

· Por consiguiente, accedió a la petición de la autoridad carcelaria, en el sentido de imponerle al señor WACV la suspensión del beneficio de permiso administrativo de 72 horas que le fuere aprobado, de conformidad con los artículos 6, 121 constitucionales, y la causal contenida en el último inciso del artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario, entre otras; razón por la cual procedió a suspender el permiso administrativo previamente aprobado, durante los próximos seis meses.

· A su vez aclaró que una vez transcurrido dicho término, el sentenciado podría volver a disfrutar del permiso en las condiciones en que fue aprobado.

· Frente a dicha determinación el delegado del Ministerio Público interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación.
4.2. Ahora bien por
medio de proveído
del 9 de mayo del 2018 (folios 138 y 139), el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad repuso el auto impugnado, por los motivos que a continuación se disgregan:

· Frente a los argumentos aducidos por el agente del Ministerio Público, que giran en torno a la graduación de esa sanción, compartió su postura en el sentido de que en efecto se le impuso la máxima suspensión consagrada en la ley, sin tener en cuenta que era su primera salida y por tanto su primer incumplimiento, circunstancia que ameritaba un trato más indulgente.

·  Resaltó que el vocablo “hasta" contenido en el último inciso del artículo 147 de la ley 65 de 1993, para delimitar la máxima sanción por una falta cometida durante el uso del permiso, determina que el tiempo de la sanción está sujeto a la discrecionalidad del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.

·  Consideró que esa discrecionalidad, atendido al hecho de que los permisos otorgados al procesado fueron regulados en su periodicidad y a la fecha el disfrute de las 72 horas concedidas debe operar cada dos meses, estimó, que la suspensión a imponer sería de dos meses, equivalente a un permiso, habida cuenta del hecho de haber sido la primera vez que incumplía sus obligaciones.

·  Agregó que se deniega la aplicación del sistema de cuartos para la imposición de la sanción previsto en el artículo 61 del Código Penal, como quiera que dicho sistema opera exclusivamente para el proceso de dosimetría de las penas establecidas en dicho compendio normativo para los diferentes delitos allí previstos, en tanto que aquí se está frente a una sanción; como también el que la sanción de suspensión fue de un mes y medio.

·  En ese sentido, repuso el auto interlocutorio proferido el 18 de enero de 2018, para imponerle al procesado WACV, una suspensión de dos meses del disfrute del permiso de hasta 7 horas previamente concedido.

·  Al no prosperar la pretensión propuesta por el agente del Ministerio Público en el escrito de impugnación, y haber interpuesto el recurso de apelación de manera subsidiaria, concedió la alzada y dispuso el envío de la actuación a esta Colegiatura, de conformidad con el numeral 6 del artículo 34 de la ley 906 de 2004.

4. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
El Procurador 290 Judicial I Penal, sustentó el recurso de reposición y en subsidio el de apelación de la siguiente manera:

· Su inconformismo reside en la presunta transgresión del “principio de gradualidad de las sanciones administrativas" inmerso en el artículo 29 constitucional dentro de la faceta del principio de legalidad de las sanciones; tras ser castigado con la máxima sanción, de 6 meses de suspensión del beneficio, al tenor de inciso final del artículo 147 del Código Penitenciario y Carcelario (ley 65 de 1993).

· De dicha codificación dedujo que el legislador consideró principios de gradualidad de la sanción, dejando en manos del operador de justicia cierta discrecionalidad pero sin desbordar la razonabilidad y proporcionalidad de la medida sancionatoria.

· En aras a dar mayor claridad, refirió, pese a que las sanciones penales y administrativas presentan notorias diferencias dentro de su ámbito de aplicación, ambas provienen del ejercicio del “lus Puniendi” en lo relativo a la libertad sancionatoria en manos del legislador; de modo que sobre la manera de graduar las sanciones se tiene que por vía de remisión, la misma deberá ser aplicada en forma gradual de acuerdo con la falta de menor a mayor gravedad, se individualizará teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, los deberes de diligencia y cuidado, la reiteración, los antecedentes y el daño causado; y por vía de la integración, a voces de los artículos 60 y 61 del Código Penal.

· En ese orden de ideas, tras imponerse la máxima sanción, solicitó se reexamine la misma en primera instancia, acudiendo al método de cuartos, como quiera que la máxima suspensión discrecional de la medida dentro del marco de lo razonable estaría al borde del mes y medio y de no prosperar peticionó se dé cumplimiento de ello en segunda instancia.

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1 Competencia.
De acuerdo con lo estipulado en el numeral 3 artículo 33 de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el delegado del Ministerio Público a favor del señor WACV, en contra de la decisión asumida por el Juzgado 2o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

5.2 Planteamiento jurídico.
El problema jurídico se circunscribe a establecer si el Juez de Ejecución de Penas podía revocar el beneficio administrativo de hasta 72 horas al señor WACV por fuera del establecimiento de reclusión, con base en el informe y las explicaciones discurridas por este, obrante en el infolio.
5.3 Solución.
5.3.1 Para resolver la presente controversia, resulta importante aclarar qué son los beneficios administrativos en cuanto al cumplimiento de una pena de privación de la libertad, para ello, se hace necesario traer a colación lo establecido en el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 que dice:
"ARTICULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva."

5.3.2 En ese sentido el artículo 147 de la ley 65 de 1993 señala los presupuestos para acceder al beneficio administrativo de 72 horas, a saber:
ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

<Numeral  modificado por el artículo 29  de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.”

5.3.3 Así mismo, la Corte Suprema de Justicia indicó:

“El artículo 146 del Código Penitenciario y Carcelario prevé varios beneficios administrativos, que son regulados por los cánones siguientes, con la característica que se trata de facultades otorgadas a la autoridad penitenciaria, para que sea ejercidas -sin que ello implique arbitrariedad- previa aprobación del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, por suponer cambios en las condiciones de ejecución de la pena (no en su duración). Así, todas esas disposiciones se caracterizan por el uso del verbo “podrá", que es indicativo de una potestad o facultad." 

Ahora bien, en el caso sub examine, el juez de ejecución de penas de manera clara y precisa cimentó su decisión en el criterio de discrecionalidad judicial para señalar que teniendo en cuenta que era la primera vez que el penado incumplía su obligación de regreso al permiso sin exceder el tiempo concedido, la sanción a imponer sería moderada, razonable, para cuyo caso correspondería a dos meses, sin llegar a exceder las facultades otorgadas por el legislador.
5 3.4 Al unísono, la Corte Constitucional en la Sentencia C-312 de 2002 dispuso lo siguiente:
De lo anterior se tiene entonces que, estando los beneficios administrativos sujetos a condiciones determinadas previamente en la lev, v siendo los jueces de ejecución de penas las autoridades judiciales encargadas de garantizar la legalidad de las condiciones de ejecución individual de la condena, mediante la verificación del cumplimiento de las condiciones en cada caso concreto, resulta ajustado a la Constitución que el reconocimiento de tales beneficios esté sujeto a su aprobación.

[...]

El valor constitucional que tiene la necesidad de preservar el principio de legalidad en la ejecución de la condena y la atribución de esta función en cabeza de las autoridades judiciales implica que la aprobación de cualquier medida administrativa que afecte el tiempo de privación efectiva de la libertad de un condenado debe ser aprobada por la autoridad judicial encargada de ejecutar la pena, pues este aspecto está expresamente reservado al juez de ejecución.
 De lo contrario, ello implicaría que las autoridades administrativas tendrían la potestad de modificar las decisiones judiciales concretas, y ello sí comprometería el principio de separación de funciones entre los diversos órganos del poder público. (Subrayas Nuestras)
5.3.5 De tal aseveración, esta Sala encuentra asidero en la determinación objeto de alzada, frente a la cual debe decirse que al resolver el recurso de reposición que interpuso el delegado del Ministerio Público para que se alivianara la sanción impuesta al señor WACV, y fuera dejada en un mes y medio, el juez de primer grado en la práctica acogió esa solicitud, con la salvedad de que prolongó ese término en 15 días más al disponer que solo tendría efectos por dos meses, es decir frente a un solo permiso, lo que en principio llevaría a considerar que no se debió haber concedido el recurso vertical interpuesto de manera subsidiaria por el Procurador, por falta de interés para recurrir.
3.5.6 Sin embargo hay que manifestar que como el recurso propuesto no solamente versaba sobre el término de suspensión de ese permiso, sino que incluía lo relativo a la aplicación del sistema de cuartos para fijar ese tipo de sanciones, esta argumentación del censor habilitaba la concesión del recuso en lo relativo a este tema específico sobre el cual se pronunció el juez de primer grado, al considerar que las reglas del artículo 61 del CP solamente operaban para hacer el ejercicio de dosimetría para fijar la sanción por conductas punibles, mas no para sanciones de otro orden, como las relacionadas con la restricción de un permiso administrativo de 72 horas, posición que comparte la Sala, por tratarse de asuntos de naturaleza totalmente disímil, lo que lleva a confirmar la decisión de primer grado frente a este tema puntual que hizo parte de la argumentación del recurrente3.

Máxime cuando el Juzgador aclaró que la aplicación del sistema de cuartos para la imposición de la sanción, de conformidad con el artículo 61 del Código Penal opera exclusivamente para el proceso de dosimetría de las penas, siendo muy diferente frente a una sanción, que es lo que concierne a esta dependencia.

Conforme a lo anterior, esta Corporación no encuentra reproche alguno en la decisión objeto del recurso, quien tuvo en cuenta el oficio No.616-EMPSC-JUR- DIRE-3297 del 01 pde diciembre de 2017 allegado por la autoridad penitenciaria (Folio 92 Cuaderno 1) y la declaración rendida por el procesado donde expuso las razones por las cuales tuvo ocasión el retardo en su presentación al penal (Folio 97 y 98 Cuaderno 1).

De lo anteriormente enunciado se concluye entonces que la providencia objeto de apelación debe ser confirmada en lo que tiene que ver con el componente del recurso de apelación referido anteriormente.

En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, el 09 de mayo de 2018, por medio de la cual repuso el proveído de fecha 18 de enero de 2018, mediante el cual se le suspendió por seis meses al sentenciado WACV, por su retardo en presentarse al reclusorio a su cargo, luego de vencidas las 72 horas de permiso concedidas; declarando en su lugar, que la sanción a imponer es de dos meses, esto es, de un permiso, en lo que ataña a la inaplicabilidad del sistema de cuartos que prevé el artículo 61 del CP, para determinar sanciones correspondientes a la suspensión de beneficios administrativos como el permiso de 72 horas.
SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Rad. 80.464 (STP10402-2015) del 6 de agosto de 2015, M.P. Dr. Eyder Patiño Cabrera.


� El artículo 77 del Código Penitenciario establece: “ARTICULO 70. LIBERTAD. La libertad del interno solo procede por orden de autoridad judicial competente.”
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